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    CAPÍTULO I JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO.


    Gabriela A. Vázquez


    Introducción.


    Comenzar el abordaje del capítulo nos lleva inevitablemente a conceptualizar primero, la palabra género, y a brindar una acepción de lo que significa su título. Cuando hablamos de género, hablamos también de géneros, entendiendo la necesidad de derribar esa naturalización de que existen géneros binarios; femenino o masculino. Cuando hablamos de géneros nos referimos a la multiplicidad de géneros que es posible encontrar en el cotidiano, no sólo en relación a la identidad, sino a las expresiones que pueden existir.


    Entonces, ¿de qué hablamos cuando abordamos el juzgamiento con perspectiva de género? Cuando aludimos al hecho de juzgar, lo hacemos englobando dentro del concepto a la actividad de abogados y abogadas, a la labor de fiscales y fiscalas, defensores o defensoras y cualquier otro tipo de persona que pudiera incidir o intervenir en un proceso judicial. Y, cuando decimos juzgar con perspectiva de género, estamos evidenciando que los juzgados y tribunales deben aplicar las normas internacionales y nacionales sobre igualdad y no discriminación en razón del sexo o del género, tanto en la sustanciación de las causas como al dictar las resoluciones y las sentencias. Al referir a la “sustanciación de las causas” nos referimos a la totalidad de los actos procesales cumplidos en el proceso judicial, por ejemplo, nos referimos a; no revictimizar a una persona que ha sido víctima de violencia a través de una multiplicidad de peritajes o de interrogatorios, especialmente si es niña o niño, y también al dictar las resoluciones, aplicar las normas internacionales, nacionales, así como las provinciales o locales en las sentencias.


    Esta primera aproximación, pareciera resultar una afirmación absolutamente superflua, ya que evidentemente las normas sobre igualdad y no discriminación gozan de jerarquía constitucional y los operadores del sistema judicial conocen el derecho, pero ello no siempre ocurre. Al momento de dictarse el curso se evidencio esta afirmación recurriendo a un precedente judicial que en la ciudad de Mar del Plata había declarado la inconstitucionalidad de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo.1 El caso ha sido traído a modo de ejemplo y con el objeto de visibilizar que juzgar con perspectiva de géneros no es una opción del magistrado o magistrada sino, una obligación de fuente legal.


    ¿Qué significa hablar de igualdad y no discriminación?


    Cuando hablamos de igualdad y no discriminación, debemos entender también que este conjunto de normas no se refiere exclusivamente al hecho de ser mujer o varón o pertenecer a un sexo o a un género determinado, sino que también puede existir intersección de factores de discriminación, por ejemplo, además de ser mujer, podemos encontrarnos frente a una mujer indígena, migrante, adulta mayor con una discapacidad o frente a una condición económica de pobreza. Ese imperativo de igualdad y no discriminación no solamente se da en razón del sexo género, sino que puede encontrarse unida otros factores que de forma interseccional agudicen una situación de desigualdad preexistente. Es por este motivo que la Corte Interamericana de DDHH habla en un importante número de sentencias de factores interseccionales de discriminación. La intersección de factores de discriminación requiere de un escrutinio de mayor rigurosidad, porque las personas necesitan un juzgamiento con perspectiva de género, pero no como una mera merced de juzgado o tribunales, sino porque es una obligación de jueces y juezas, y de todos los funcionarios del estado, y de las agencias judiciales. Es una obligación de fuente constitucional y convencional vinculada con la tutela judicial efectiva, receptada en la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) en el artículo 25 y en el artículo 8. En idéntico sentido lo encontramos en la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, conocida por sus siglas en inglés CEDAW, en su artículo 2°, a través del cual encomienda a los tribunales nacionales competentes, la aplicación concreta de la protección, en este caso de los derechos humanos de las mujeres.


    Es pertinente destacar que la CEDAW es un tratado de derechos humanos de las mujeres, que integra el bloque de constitucional federal, es uno de los tratados que integran la Constitución Nacional de acuerdo al artículo 75 inciso 22, sin embargo, es un tratado que la Argentina ratificó hace muchos años, en el año 1985, y pese a ello todavía estamos bregando por un juzgamiento con perspectiva de género. En este sentido cabe destacar la importancia de la actuación de Carmen Argibay en la Corte Suprema, ya que fue la impulsora de la creación de la oficina de la mujer en la Corte Suprema, en principio resistida por alguno de sus integrantes, porque no comprendían, al igual que la oficina de violencia doméstica, la función de la Corte en esos aspectos. Desde el año 2009 se comenzó a aplicar desde la CSJN una política pública bastante intensa relacionada, no solamente con la perspectiva de género hacia dentro de las estructuras del poder judicial, sino también y fundamentalmente para garantizar a los justiciables y a la justiciables un juzgamiento con perspectiva de género, y la lisa y plena aplicación de los instrumentos de derechos humanos de las mujeres que acceden a la justicia y de las diversidades. Este proceso ha sido profundizado desde la sanción de la Ley Micaela N° 27499 en el año 2019, que impone la capacitación en temas de violencia y perspectiva de género en todos los estratos de la función pública, incluido el poder judicial, y los ministerios públicos fiscales y de la defensa, y al que las provincias han adherido de acuerdo al artículo 10°, en su totalidad. Esta norma no solo posee una importancia vital en materia de capacitación, sino que traduce su incumplimiento en sanciones que pueden dar lugar incluso a la remoción de cualquier funcionario que se niegue a realizarla.


    Por otro lado, las políticas de género también están siendo impulsadas desde el Consejo de la Magistratura de la Nación y desde los Consejos de la Magistratura locales de las distintas provincias, a través de reglamentaciones en materia de selección.


    Destacamos este aspecto, ya que si bien no resulta excluyente, debemos evidenciar que para concretar un juzgamiento con perspectiva de género es necesario el acceso de mayor cantidad de mujeres a los puestos de responsabilidad funcional dentro de la estructura judicial, que todavía no sucede, esto puede visualizarse accediendo al mapa de género de la Oficina de la Mujer y podrán advertir que hay muy pocas mujeres juezas, especialmente en los cargos de cámaras federales o superiores tribunales de provincia o en la Corte Suprema, en la que hay una sola mujer de 5 integrantes. En materia de disciplina, recién el año pasado se aplicó la primera sanción por considerarse la actuación de un juez de la casación Federal, incurso dentro de la violencia de género. Es decir, a pesar de que ha pasado mucho tiempo desde que la Argentina asumió compromisos internacionales vinculados con el juzgamiento con perspectiva de género, los integrantes y las integrantes del poder judicial hemos sido reacios a formarnos y aplicar las normas sobre igualdad y no discriminación en los casos concretos. Por supuesto que no es importante exclusivamente ser varón o mujer, sino tener perspectiva de género, porque pueden existir mujeres que no tengan perspectiva de género y varones con perspectiva de género, con lo cual sería injusto entender que el solo hecho de ser mujer garantiza un abordaje integral de las cuestiones.


    1. ¿Cómo se hace para jugar con perspectiva de género?


    Es un concepto difícil de comprender y fácil de decirlo; “aplicar las normas internacionales y nacionales sobre igualdad y no discriminación” ¿pero ¿cómo se hace para concretarlo?,


    Es fundamental efectuar un abordaje integral, un abordaje holístico, que abarque no solamente una parte, sino el todo, por eso hablamos de dos puntos fundamentales; el primero, elemental para todo operador del derecho, operadora del derecho, es conocer el derecho en la protección multinivel, y, en segundo lugar; visibilizar los estereotipos de género.


    A. Conocer el derecho


    Cuando hablamos de conocer el derecho hacemos referencia al derecho multinivel. A la normativa internacional; los tratados de derechos humanos y los tratados con potencias extranjeras, aunque no sean de derechos humanos, vinculados con la garantía de igualdad y no discriminación, que en el derecho internacional de los Derechos Humanos es un principio del ius cogens, un principio de orden público internacional, y transversal a toda cuestión y a toda materia. El conocimiento del derecho implica también conocer nuestra Constitución Nacional, en nuestra materia el artículo 14 bis que se refiere a los derechos sociales y a la igualdad entre los trabajadores y trabajadoras y que establece que toda la persona trabajadora es sujeto o sujeta de preferente tutela, la igualdad de la remuneración, el artículo 16 que determina la igualdad de todos los habitantes ante la ley. Sobre este aspecto hay que destacar que “la igualdad” en los términos del artículo 16 de la CN, es un concepto bastante restringido y limitado, en su lectura tradicional, pero que vino a ser robustecido por otro concepto; “la igualdad como no sometimiento” que incorpora la reforma constitucional de 1994 a través del artículo 75 inciso 23. Esta norma parte de la idea de que existen grupos o colectivos, desventajados estructuralmente, a los que se necesita otorgarles un hándicap, una nivelación de inicio a través de acciones afirmativas o acciones de discriminación positiva, cómo se las suele llamar. Estas acciones de discriminación positiva han tomado la forma, por ejemplo, de la determinación de cupos para determinado grupo en determinada actividad, como, por ejemplo; el cupo para personas transexuales en el empleo público, o en determinadas actividades, o en el del trabajo privado. Las acciones afirmativas también están previstas por la Convención para Eliminación de toda Forma de Discriminación contra la Mujer, en su artículo 4°. Estás medidas afirmativas son de carácter temporal, es decir, que van a cesar cuando cese la desigualdad estructural.


    Conocer el derecho implica, la aplicación de los tratados de Derechos Humanos que tienen rango constitucional en las condiciones de su vigencia, este es el precepto de nuestra Constitución Nacional, y ¿qué quiere decir en las condiciones de su vigencia? Quiere decir tal como los aplican y los interpretan los tribunales internacionales llamados a aplicarlos como es en el caso de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a través de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana Derechos Humanos. Esto es lo que ha dicho la Corte Suprema de Justicia Argentina desde el caso Giroldi2, el caso Simón3. Todos esos tratados los tenemos que aplicar del modo en que son interpretados por los tribunales internacionales y también por los órganos de monitoreo de esos tratados.


    Existen otros tratados de derechos humanos que se refieren al derecho de igualdad y no discriminación en razón del género del sexo, tales como; la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana de Derechos Humanos, la Convención Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, este último es importante porque se refiere específicamente a los derechos laborales de las mujeres y a la igualdad real de oportunidades y de trato entre mujeres y varones en relación con la remuneración y la promoción en el empleo, es una norma importante para tener presente en el juzgamiento con perspectiva de género. La Convención Interamericana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres denominada; Belém Do Para, que Argentina ratificó mediante la Ley N° 24532 en el año 1996, y que adopta su nombre porque se celebró en Brasil, en la ciudad Belén Do Para. Es una convención que tiene su paralelo en Europa, con la Convención de Estambul, y que ahora está siendo denunciada por Turquía.


    En lo que hace específicamente al ámbito laboral, que es el que nos convoca a nosotros, es fundamental analizar los convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT); el Convenio N° 100 sobre la igualdad de remuneración entre la mano de obra femenina y masculina, el Convenio N° 111 sobre la discriminación en el empleo y la ocupación, el Convenio N° 156, sobre trabajadores con responsabilidades familiares y el más reciente Convenio N° 190 sobre violencia y acoso en el trabajo que Argentina ratificó por ley 27580, y que todavía no nos obliga en el orden internacional como país pero sí, como yo lo sostuve en un conversatorio sobre el Convenio N° 190, tiene impacto en el derecho interno. Tiene un impacto actual en el derecho interno, si bien no nos obliga como país a recibir o admitir el monitoreo de la OIT, si tenemos que aplicar muchas de sus normas, por lo menos las operativas, porque ya son derecho interno.


    Sobre este aspecto, cabe recordar que ya ha sido tema de discusión y abordaje en el plano interno. Específicamente ha sucedido con el Convenio N° 173 sobre Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador, este es un convenio que no entró en vigor para la Argentina, porque no hubo depósito de instrumentos, y sin embargo la Corte Suprema lo aplicó para darle prioridad a un trabajador a cobrar un crédito en una quiebra en relación con los créditos del fisco, esto lo dijo la Corte en un caso que se llama “Pinturas y Revestimientos Aplicados S.A. s/ Quiebra “del 26 de marzo de 2014, donde justamente aplicó la preceptiva del convenio internacional que había sido ratificado por ley, a pesar de que todavía no obligaba la Argentina en el orden internacional, consideró que el tratado constituye fuente de derecho en el orden doméstico.


    Recientemente la fiscal general ante la Cámara Comercial Gabriela Boquín, planteó en un dictamen justamente un privilegio concursal de una niña por un crédito de daños y perjuicios, era una niña que había sido abusada sexualmente en una escuela y, con fundamento en la Convención sobre los Derechos del Niño, determinó que tenía que tener prioridad de cobro en relación con el fisco. Esto es interesante desde el punto de vista de los derechos reales, del derecho a los privilegios y desde el principio de legalidad, porque las prioridades del cobro solamente pueden surgir de la ley, entonces es muy interesante ver esto; como un convenio internacional puede llegar, sin modificarse la ley de concursos, a articular para generar una prioridad de cobro, y en este caso, la fiscal Boquín lo hizo en relación con los derechos de una niña en el que dictaminó, invocando la perspectiva de género, la Convención de la CEDAW y la Convención sobre Derecho del Niño.


    Para conocer el derecho tenemos que conocer el derecho blando, denominado “soft low”; constituido por toda la jurisprudencia de la Corte Interamericana y todas las recomendaciones generales, del Comité de la CEDAW, del mecanismo de seguimiento de la Convención de Belem Do Pará, y de los distintos comités de seguimiento o mecanismos de monitoreo de los tratados de Derechos Humanos que se refieren a temas de igualdad y no discriminación. Como va ser fundamental leer la recomendación de la OIT del más recientemente tratado Convenio N° 190, qué es la Recomendación N° 206. El Convenio N° 190 incluye específicamente las cuestiones sobre violencia de género, tiene que ser leído necesariamente desde el tamiz de la Recomendación N° 206, esta norma tiene implicancias en materia de actividad probatoria, y en alguna medida puede llegar a estar vigente en la actualidad. Exige la inversión de la carga de la prueba, es decir que cuando una persona invoca haber sido discriminada, como ocurre en algunos procedimientos de países europeos, es la demandada quién tiene que acreditar que no incurrió en una discriminación y esto en la actualidad viene siendo de alguna manera aplicado desde el concepto de la prueba dinámica. En cuanto al derecho doméstico es fundamental para poder jugar con perspectiva de género conocer la ley 23.592 que es la Ley Antidiscriminatoria, que también se aplica en el ámbito de las relaciones laborales, si bien este tema ha sido objeto de debate ya fue zanjado por la Corte Federal en el caso Álvarez4, y por supuesto, la Ley N° 26485 y su Decreto Reglamentario N° 1011/2010. Estas normas bajan al derecho argentino todos los derechos derivados de la CEDAW, y de Belém Do Pará.


    Continuando con el derecho interno, debemos advertir la necesidad del conocimiento de nuestra Ley de Contrato de Trabajo, que a pesar de ser bastante patriarcal, comenzando por decir que las guarderías están previstas solamente para los establecimientos donde haya mujeres, o un determinado número de mujeres, o que prevé el horario de almuerzo entre jornada y jornada, porque está pensado para la mujer que vuelve a la casa para darle de comer al marido y a la familia, a pesar de ello lo admiramos eternamente al doctor Centeno, advirtiendo que cada uno es hombre de su tiempo, y que es una ley que tiene normas llave para evitar la discriminación por razón de género o del sexo; los artículos N° 17, 17 bis, 81 y todas las normas sobre trabajo de mujeres, también encontramos normas de estas características en la Ley Marco de Empleo Público, en las Convenciones Colectivas de Trabajo, tanto las del empleo privado como las convenciones colectivas dictadas en el marco del empleo público y las constituciones provinciales.


    B. Garantías mínimas incorporadas con la Ley 26.485


    La Ley N° 26485 es muy importante para juzgar con perspectiva de género; fundamentalmente por las garantías judiciales mínimas que trae, que no son solamente judiciales sino también administrativas. Es una ley de orden público que se aplica en todo el país y su objetivo fundamental es garantizar a las mujeres una vida libre de violencia, tiene un concepto amplio de violencia, en la que se produce una tipificación de los tipos de violencia; física, psicológica, social, económica, incluso prevé que la desigualdad en el salario es una forma de violencia de tipo patrimonial, también se refiere a la violencia doméstica y no se agota en eso. Es una norma de tercera generación, que viene basada en la experiencia española, incorpora la violencia institucional, la violencia en el trabajo, la violencia obstétrica, la violencia contra la salud reproductiva, la violencia en el espacio público, el acoso callejero, la violencia en la actividad política partidaria, estas fueron las últimas dos reformas que se incorporaron en el año 2019.


    En cuanto a las garantías judiciales mínimas, introduce en el procedimiento la necesidad de la gratuidad para aquellas mujeres que hayan sido víctimas de violencia, y por medio de la ley 27.210, se creó un cuerpo de abogados y abogadas para asistir gratuitamente a las mujeres víctimas de violencia. Exige también una respuesta efectiva y oportuna, y esto está vinculado con una obligación que establece el artículo 16 y se extiende a todo el país, de que la mujer que haya sido víctima violencia sea oída personalmente por el juez. Las percepciones que nosotras las juezas tenemos a partir del contacto directo con la persona afectada, producen una inmediatez imposible de comparar con el procedimiento escrito, es importante, porque uno ve los gestos, el cuerpo habla, no solamente los escritos que desdibujan mucho la percepción de las sensaciones. Por eso es muy importante que como abogados y abogadas exijan que el juez escuche personalmente a la mujer que ha sido víctima de violencia, asimismo, es fundamental que jueces y juezas volquemos en la sentencia las conclusiones a las que arribamos en el marco de dicha audiencia. Con la doctora Gloria Pasten intervenimos en un caso caratulado; “P.M.A. c/ S.A.L.N. s/ despido” – de la SALA I de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo del 18/02/2013, en el que se alegaba la existencia de violencia de género por techo de cristal, por discriminación o segregación horizontal, tomamos la audiencia del artículo 16 y volcamos en la sentencia las impresiones que tuvimos después de la entrevista personal con la afectada, y esto me parece que es importante tenerlo presente.


    La Ley 26485 establece la protección judicial urgente y preventiva, y esto, no está exclusivamente destinado los casos de violencia doméstica, también tiene campo de aplicación en el marco de la violencia ejercida en las relaciones de trabajo. La Ley se refiere a la violencia laboral, y debemos articularla con la definición de violencia contenida en el Convenio N° 190. La protección judicial urgente preventiva, puede ser muy importante cuando una mujer está siendo víctima de violencia en el trabajo, en el caso “S.E.G contra Cencosud” se prohibió el acercamiento de un trabajador, a la sazón representante gremial, a una mujer que trabajaba en un supermercado. Se aplicaron en este sentido el artículo 16 de la ley 26485 y el artículo 26 que también se aplica en la capital Federal porque son normas de procedimiento.


    La Ley 26485 normativiza el concepto de “amplitud probatoria”, porque una de las problemáticas que las mujeres y en general de las diversidades encontramos al momento de denunciar un caso de discriminación, está vinculado con la prueba del hecho alegado. En el caso de la violencia sexual; muchas veces ocurre a puerta cerrada, de manera que es muy importante lo que establece esta ley sobre la amplitud probatoria y en el decreto reglamentario en relación con la carga de la prueba; hay una remisión a las recomendaciones de la OIT en materia de prueba5, a las recomendaciones de la Comisión de Expertos en aplicación de convenios, con lo cual, esta idea que estableció la corte en el caso Pellicori6, de que cuando se invoca la discriminación (la violencia contra las mujeres es una forma de discriminación), basta con suministrar indicios para que se traslade a la patronal la carga de la prueba, y deba esta parte, acreditar que no ha habido un acto ilegitimo, un acto discriminatorio, este precedente de Pellicori se basa en la idea de las cargas dinámica de la prueba que la Corte repitió en Sisnero7, y en Varela8. Más allá de los precedentes mencionados, hoy está en el derecho positivo a través de la reglamentación de la ley 26.485 y hoy también está en el Convenio N° 190 y la Recomendación N° 206 que impone la inversión de la carga de la prueba y se puede llegar a sostener, habría que pensarlo bien, si hoy por hoy está inversión de la carga de la prueba está vigente, solo lo dejo como un interrogante, para meditar el impacto que ha tenido la ratificación por el Congreso del Convenio N° 190, indagando si implicó también, de manera inmediata, la incorporación de esa regla de prueba en la actualidad en los casos de violencia y acoso en el trabajo.


    Por cierto que para hablar también del control de aplicación del derecho tenemos que hablar del control de constitucionalidad y de convencionalidad, es decir, cuando los jueces y las juezas aplicamos una norma tenemos que analizar si esa norma es coherente con los convenios de derechos humanos o con los convenios que el país suscribió, así lo dice la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Almonacid Arellano y otros Vs. Chile” del 29/9/2006, es en este precedente a partir del cual se le puso nombre a esto; control de convencionalidad y, por ejemplo, en materia de juzgamiento con perspectiva de género, la Corte Suprema en el caso “Góngora”9 del año 2014, dijo que no era posible aplicar el instituto de la probation en un caso de violencia de género porque la Argentina, en la Convención de Belém Do Pará se comprometió a la investigación de los hechos, y al juzgamiento, y a la reparación integral de los daños que había sufrido una mujer víctima de violencia de género. Por su parte, el control de constitucionalidad, que también puede ser ejercido de oficio, y estando en el marco de los Derechos Humanos tenemos que aplicar el principio por persona y el de favor libertatis, que implica que ante la duda se debe preferir la solución más amplia a la protección de Derechos Humanos, la que menos límite el goce del derecho humano cuando se trata de una norma que fija restricciones al ejercicio del mismo.


    C. Visibilizar los estereotipos


    El conocimiento del derecho es el primer punto, pero no alcanza con el conocimiento del derecho si no se visibilizan los estereotipos de género, si no se analiza el contexto de discriminación estructural que existe en el marco del mundo del trabajo en relación con las mujeres, en relación con las diversidades, o los colectivos LGTBIQ+ , incluso, en algunos aspectos con los varones, porque hablar de género no es hablar solamente de mujeres, es hablar de mujeres de sexualidades diversas, identidades sexuales y es también hablar de varones y de relaciones de poder entre los géneros.


    Entonces para juzgar con perspectiva de género hay que identificar los estereotipos y comprender cómo está estructurado el sistema patriarcal.


    La Corte Interamericana ha conceptualizado a los estereotipos como; “la preconcepción de atributos, papeles o características que son exigibles a uno o a otro sexo”, y eso genera prejuicios que nos atraviesan, porque somos seres humanos que hemos sido socializados de determinada manera, y debemos reconocer que no es lo mismo el abordaje de un caso desde una mirada estereotipada o desde una mirada libre de prejuicios. Por ejemplo, no estamos ante la misma solución de un caso, si voy a juzgar, como jueza, la conducta de una madre en un caso de tenencia o en un divorcio, si ella se fue de la casa dejando los hijos al cuidado del padre, que sí se la voy a juzgar de manera más severa a esa mujer que al padre que se fue e hizo lo mismo. Hay que ir sacándose de encima estos estereotipos que pesan sobre la mujer; de cuidadora, de la maternidad como la esencia de la mujer. O planteémonos el caso en que un juez considere que, por la forma de vestir, una mujer pudo provocar a un varón, entonces a ese juez o jueza le será muy difícil decidir sobre una violación, porque va a estar acotado y distorsionado en su percepción por esos estereotipos patriarcales. Los estereotipos en el abordaje de los casos generan desconfianza en el sistema judicial, y entonces también esa desconfianza a la que hace alusión la Corte Interamericana en caso “Campo Algodonero”10, es la que también provoca que las mujeres no denuncian suficientemente ante el sistema judicial, totalmente deslegitimado.


    Profundizar en el concepto de estereotipos de género impone distinguir entre sexo y género. El sexo es lo biológico, los cromosomas, los órganos genitales. El género es todo un conjunto de características, roles, valores símbolos de cada hombre y de cada mujer porque ha sido construido de manera binaria, y eso hace aparecer a los dos sexos como diametralmente distintos, además, colocan, encaballan esas características en esos papeles sobre la base de la división sexual y se exageran las diferencias. El patriarcado es un orden político no económico.


    Dora Barrancos, relató el proceso de consolidación del patriarcado, sistema que legitima esa jerarquía de inferioridad de las mujeres, divide lo público de lo privado; el trabajo productivo del varón es remunerado, el varón es el proveedor, y la mujer es garante del trabajo reproductivo que queda recluido en el ámbito del hogar, destacando que el mundo del trabajo productivo no es su territorio en principio, por eso; hablar de género no es hablar de mujeres sino que es hablar de roles, de relaciones de poder.


    En el sistema patriarcal hay una suerte de intercambio de servicios domésticos y obediencia, a cambio de protección, manutención, pertenencia y descendencia, por supuesto que todo esto viene a cuento de una socialización que se produce desde la niñez. Por eso decía Simone de Beauvoir, “no se nace mujer se llega a ser mujer”. Y todas estas características, asignadas a las mujeres están subvaluadas en el mercado laboral y en el perfil de los que tienen que ocupar espacios de poder político, institucional o económico, y, por otro lado, también los hombres tienen ese mandado de potencia y dominación económica, política, intelectual y moral, de esto habla Rita Segato, es muy importante ir deconstruyendo estas estructuras para lograr una sociedad de iguales. Por supuesto que el modelo de patriarcado es la pareja de mujer-varón, hablamos de personas heterosexuales, el patriarcado no admite los desacatos a la orientación sexual hegemónica, hay un repudio concreto a las diversidades, por eso ha sido tan importante la sanción de la ley de matrimonio igualitario y de identidad de género, que ha sido destacada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en su opinión consultiva OC 24/17 de 24 de noviembre de 2017 solicitada por la República de Costa Rica11, como modelos de normas de igualdad y no discriminación en razón del género.


    D. La desigualdad estructural


    El ingreso masivo de las mujeres al mercado laboral se produce en los años 80 con el neoliberalismo y la reconversión tecnológica, pero esta inserción laboral no fue acompañada de una asunción por parte de los varones hacia dentro del hogar de los trabajos no remunerados, ni acompañado de un sistema que desde el estado o de la sociedad civil, brinde un sistema integrado de cuidados, que es lo que se está haciendo ahora desde el estado en la Mesa Interministerial de Políticas de Cuidado12. Es importante porque la desigualdad estructural de las mujeres en el mercado de trabajo se encuentra directamente vinculada con esta deficiencia, hoy somos las principales proveedoras de trabajo doméstico de cuidados no remunerados y tenemos una doble jornada, además del trabajo productivo al que hemos ingresado también tenemos responsabilidades hogareñas. Es muy interesante el trabajo que hizo el Ministerio de Economía13 el año pasado sobre el impacto del trabajo doméstico en el producto bruto interno, es el sector de la economía que más aporta, con lo cual no es verdad que el trabajo doméstico o que las ama de casa que se jubilaron no hicieron un aporte económico a la Argentina, eso es una infamia para las mujeres, porque la economía en Argentina es sostenida de manera invisible por los trabajos de cuidados, y en pandemia ese 15.9 de aporte se incrementó a 21.8. En la pandemia para una mujer sostener en simultáneo el trabajo doméstico y el trabajo reproductivo ha sido muy impactante de manera negativa, ha sido muy dificultoso para mantenerse en el mercado laboral.


    Hablamos de la desigualdad estructural, de la desocupación más alta de la población económicamente activa, hay 20 puntos de diferencia entre varones y mujeres, hay una brecha salarial importante, hay trabajos feminizados; el trabajo doméstico es ocupado prácticamente en su totalidad por mujeres, y sobre este tema hay un estudio recientemente publicado por el Ministerio de Trabajo que no pueden como laboralistas omitir que se llama “Desigualdades de Género en el Mercado Laboral Argentino”14, dónde mediante números duros se demuestra todo lo que estamos mencionando, entre ellos la existencia de trabajos feminizados; en la enseñanza las mujeres participamos en un 73%, servicios sociales y de salud 70%. Hay una proyección de los estereotipos de la mujer vinculada a su rol en las tareas de cuidados, que se trasladan al mundo del trabajo, y podemos observar que hay una diferencia, en estos ghettos rosas cómo se lo llaman, también hay una segregación horizontal, hay ramas con muy poca participación de mujeres como la construcción; el 2.3% de las mujeres en este sector, como si nosotras no pudiésemos construir una pared, es decir que tiene que haber una mayor incidencia desde la judicatura y desde el estado, y el Convenio N° 190 tiene que dar esa posibilidad de diálogo tripartito por supuesto, tiene que dar esa posibilidad de poder implementar mayores normas de discriminación positiva.


    Porque, además, las brechas de género se vinculan con el hecho de que las mujeres participamos en mayor porcentaje en los deciles más bajos de la población, en los trabajos que tienen menor ingreso, menor nivel educativo, y mayor informalidad e inestabilidad.


    Desde la judicatura se tiene que trabajar en la supresión de los estereotipos, de los que se ha encargado la Cámara Civil en el caso Freddo15 de lo que se ha encargado la Corte Suprema en el caso “Sisnero”16, imponiendo un cupo al ingreso de mujeres en una empresa de transportes radicada en la provincia de Salta, y la sala
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